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Causa n° 53.760        “Díaz, Héctor Osmar
                        c/ González, Jorge Pablo y otra
                        s/ Resolución contractual.

                        Daños y perjuicios”

                            Juzg. Civ. y Com.N°1  – Azul.            

                                  Reg......19.........Sent.

En la ciudad de Azul, a los        22            días del mes de Marzo del año Dos Mil Diez, reunidos en Acuerdo Extraordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Jorge Mario Galdós y Víctor Mario Peralta Reyes, habiéndose retirado del Acuerdo la Dra. Ana María De Benedictis (arts.47 y 48 ley 5.827), para dictar sentencia en los autos caratulados: “DÍAZ, HÉCTOR OSMAR C/GONZÁLEZ, JORGE PABLO Y OTRA. RESOLUCIÓN CONTRACTUAL. DAÑOS Y PERJUICIOS” (Causa N° 53.760), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr. GALDÓS – Dr. PERALTA REYES – Dra. DE BENEDICTIS. 

         Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

-C U E S T I O N E S-
                 1ª.- ¿Es justa la sentencia de fs.239/246?.

                 2ª.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

-V O T A C I Ó N-

                 A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr. GALDÓS, dijo:     

I. 1. Héctor Omar Díaz –como cedente-  demandó a Jorge Pablo González y María Valeria Prado –como cesionarios- contra quienes reclama se declare resuelto el contrato de cesión de boleto de compraventa de fecha 10/04/2001 y se los condene a resarcir los daños irrogados. Afirmó ser propietario del inmueble sito en la ciudad de Bolívar, matrícula 3468 (11), por haberlo adquirido en subasta judicial en los autos caratulados “Club Ken S.R.L. c/ Ortiz, Lelia y otro s/ Cobro ejecutivo”, expediente radicado ante el Juzgado Nacional en lo Comercial n° 21, Secretaría n° 41 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Explicó que cedió a demandados por U$S 40.000,00 los derechos y acciones estableciéndose el pago al contado del 50% y el saldo dentro de los sesenta días posteriores y contra escrituración del inmueble. Los cesionarios asumieron los gastos de escrituración hasta la suma de $ 4.480,00  y recibieron la posesión al celebrarse el contrato de cesión. Ese contrato fue denunciado en el juicio y al cabo de un año de su celebración intimó por carta documento a los cesionarios a cancelar el saldo de precio y escriturar el bien. Agregó que transcurridos quince días, remitió una segunda carta documento rechazando la que recibiera de los accionados y declarando resuelto el contrato.
Los demandados contestaron la demanda y reconvinieron por escrituración. Afirmaron que el actor, en su condición de cedente, se encontraba en mora respecto de la obligación de escriturar y  que no se les puede enrostrar a ellos haber incurrido en retardo imputable. La resolución es ilegítima; el saldo de precio fue puesto siempre a disposición del cedente, pese a la situación de emergencia económica. Subsidiariamente pretenden, en caso de tornarse imposible la escrituración, el resarcimiento de los daños.

2. La sentencia de grado rechazó la demanda y acogió la reconvención. Para así decidir argumentó que el actor se encontraba habilitado para cumplir sus obligaciones, factibilidad que fue confirmada por el propio escribano designado. Del expediente agregado por cuerda resulta que efectivamente el actor adquirió en subasta pública el inmueble objeto del contrato cedido, que dicha venta fue aprobada, que el comprador integró el saldo de precio, que denunció la cesión y que propuso al escribano y que ello fue aceptado por el Juez interviniente (fs. 307/8, 322/3, 328, 349, 350, 385, 392, 395, 402/3/4, del exp. 25.253/94). El saldo de precio debido por los cesionarios debía hacerse efectivo en el acto de escriturar; entonces no puede el cedente reclamar el pago de esa suma y resolver el contrato porque no se encontraba en condiciones de otorgar la escritura. Agregó que las reclamaciones efectuadas por las partes antes del juicio no se encuentran ajustadas a derecho. En ellas el actor reclamó el pago del saldo de precio en dólares, y si la escrituración se hubiera otorgado en el plazo previsto los cesionarios hubiesen cumplido pagando según los términos de la ley de convertibilidad. El reclamo formulado por el cedente a los cesionarios, se verificó cuando ya estaban vigentes la ley 25.561 y el decreto 214/02 y las obligaciones fueron pesificadas. Los esposos Prado y González al contestar la carta documento del actor alegaron que la obligación se encontraba pesificada y que la escritura no se otorgó en plazo por responsabilidad del cedente, que se adeudaban impuestos, que la suma correspondiente al saldo de precio fue depositada a disposición del actor y que quedaron indisponibles por el “corralito” financiero del 2001. En función de los precedentes de esta Cámara, la pesificación de la obligación es incuestionable, no habiéndose planteado la inconstitucionalidad de las normas de la emergencia económica. Tampoco las partes han invocado la tesis del “esfuerzo compartido”. Como las obligaciones en dólares deben pesificarse aún encontrándose el deudor en mora, las cartas documento remitidas por el actor carecen de sustento legal. El cedente se encontraba obligado a aceptar el pago del saldo de precio en pesos, no habiendo ejercido la facultad de adecuarlo por razones de equidad. En conclusión, la demanda debe ser rechazada. Más adelante el fallo puntualizó las siguientes circunstancias: el cedente remitió las cartas documentos en una época en que el encuadre legal en materia de pesificación era más que dudoso, lo que debe ser tenido en cuenta para la imposición de las costas. Para la fecha en que debía realizarse la escritura (junio de 2001), los cesionarios no disponían de los u$s 20.000 para saldar el precio pactado; en el contrato no se pactó la mora automática; entre junio de 2001 y enero de 2002, no se produjeron requerimientos de pago; la mora se configuró en abril de 2002; los cesionarios no acreditaron que se encontraban en condiciones de saldar el precio entre junio de 2001 y diciembre de 2001. En definitiva, prosperando la reconvención, el cedente deberá otorgar la escritura y los cesionarios deberán abonarle el saldo de precio ($ 20.000,00) con más los intereses moratorios, calculados conforme el precedente plenario “Miraglia”. Las costas se impusieron por su orden.

3. Disconformes con el fallo, apelaron ambas partes (fs. 247 y fs. 249), siéndoles concedido el recurso libremente (fs. 248 y fs. 250). Se expresaron agravios (fs. 257/258 y fs. 259/263 vta.), dando lugar a la sustanciación (fs. 264). Sólo el demandado apelado contestó el traslado conferido (265/267 y fs. 268).

El actor afirma que estuvo en todo momento en condiciones de escriturar y que el escribano designado en el expediente en el que se efectuó la subasta judicial  es el mismo que intervendría en esa escrituración. Agrega que la demandada debía cancelar a los sesenta días el precio y que nunca abonaron nada –ni a esa fecha ni posteriormente-. No es cierto que él no podía otorgar escritura a favor de los esposos González y Prado sino que éstos no tenían el dinero disponible al momento de ser intimados, ni en pesos ni en dólares. Enfatiza que los demandados nunca pagaron (“ni un solo peso”) ni pusieron el saldo de precio a su disposición y que las intimaciones cursadas –contrariamente a lo que decide la sentencia- son válidas y eficaces. En ellas los cesionarios reconocen que no tenían disponible el dinero (atrapado en el “corralito financiero”) por lo que la resolución de la cesión operó por el exclusivo incumplimiento de los cesionarios. Luego de otras consideraciones concluye destacando que los cesionarios demandados nunca tuvieron el dinero para cancelar el precio, que tampoco ofrecieron cumplir y que fue él quien intimó el pago de ese saldo de precio y la escrituración, por lo que de su parte no existió mora. Recalca el tiempo transcurrido y que desde entonces los esposos González y Prado tienen la posesión del inmueble. Aduce que nunca se encontró en la imposibilidad de otorgar la escritura y que los cesionarios cuando se aplicó el “corralito” no disponían de la totalidad del dinero para saldar el precio (fs. 262 vta.) por lo que –concluye- nunca se encontró en retardo que le fuera imputable.
Por su lado, los demandados se agravian porque la sentencia impuso las costas por su orden, tanto por la demanda rechazada como por la reconvención triunfante. Enfatizan que no existe ninguna razón valedera para proceder como lo hizo el Juzgador y afirma que el principio esencial en materia de costas es el principio objetivo de la derrota, el que no ha sido desvirtuado en este proceso por circunstancia alguna. La excepción ha dicho principio se verifica cuando la imposición de las costas resulta injusta, situación que  no se presenta en autos. Destacan que cuando la actora reclamó el pago del saldo de precio en dólares ya se encontraba vigente la emergencia económica, habiéndose pronunciado los jueces sobre el tema pesificación; además, la demanda se interpuso en mayo de 2002 y la litis se trabó en noviembre de 2002, por lo que no pudo haber desconocido los precedentes citados en el fallo. El accionar del demandante no puede dejar de ser sancionado.
II. 1. Anticipo opinión en el sentido de que el recurso interpuesto por el actor no es procedente y que debe confirmarse la sentencia que rechazó la demanda y admitió la reconvención por escrituración e impuso las costas por ambas pretensiones por su orden.

El punto de partida lo constituyen los hechos  sobre los que no media controversia: Héctor Omar Díaz adquirió en remate judicial el inmueble objeto del litigio, lo que resulta  del expediente agregado por cuerda y caratulado “Club Ken S.R.L. c/ Ortiz, Olga D. y otros s/ Ejecutivo” (exp.N° 24.604/94; fs. 307/8, 322/3, 328, 349, 350, 385, 392, 395, 402/3/4). La escrituración no se efectivizó, aunque el adquirente en la subasta (Díaz) instó la realización del acto notarial, aceptando el cargo el escribano propuesto (fs. 387 y vta./388, fs. 393 y vta.; exp. N°24.604/94). Luego, el 10/04/2001, el actor cedió a los cónyuges Jorge Pablo González y María Valeria Prado los derechos y acciones resultantes de la denominada cesión del boleto de compraventa, que se glosó en el expediente citado (fs. 307 expte. cit.; estos autos fs. 5/6). Los cesionarios demandados abonaron el 50% del precio convenido en ese momento de la  firma del contrato(reitero el 10/4/2001), habiéndose pactado que el saldo se cancelaría al otorgarse la escritura por ante el notario designado “dentro de los sesenta días contados desde la celebración del contrato” (fs. 5/6, cláusulas 2ª y 5ª). En el juicio ejecutivo en el que se subastó el bien el comprador solicitó la escrituración por tracto abreviado a favor de los cesionarios, lo que el  juez de la subasta denegó, entre otros fundamentos, por el tiempo transcurrido -aproximadamente un año- desde que fueron ordenadas la totalidad de las medidas tendientes a que se inscribiera el inmueble en cuestión a nombre del comprador y por ser esa  cuestión ajena a la litis. Esa resolución quedó firme (fs. 402/405 y fs. 406, fs. 407, fs. 408, fs. 409, fs. 411, expediente N°24.604/94). Por ello, la tarea confiada al mismo escribano D´Andrea designado en dicho expediente, quién aceptó el cargo, se frustró (fs. 392), quedando en claro que no procedía la escrituración por tracto abreviado, por no ser el tema de la cesión de competencia del juez actuante en el juicio ejecutivo (fs. 411). Finalmente destaco que durante el tiempo que medió entre la firma del contrato de cesión (10/4/2001) y la fecha convenida de pago del saldo y  de escrituración (el  10/6/2001) ninguna de las partes acreditó haber efectuado requerimientos a la otra y con relación a las obligaciones pendientes.

A partir de esta plataforma jurídica es del caso puntualizar, por ser una de las cuestiones esenciales, que la obligación (de González y Prado) de dar una suma de dinero (saldo de precio; arts. 616 sigtes. y concs., Código Civil), quedó  inescindiblemente ligada a la obligación de escriturar (arts. 625 y sigtes, 1185, 1187 y concs., Código citado). En función de ello, ni el cedente podía exigir el pago sin escriturar, ni los cesionarios podían escriturar sin cancelar el saldo de precio (arts. 510, 1137, 1138, 1197, 1198, 1201 y concs., Código Civil). La naturaleza y caracteres de la recíproca obligación escrituraria ha sido destacada por este Tribunal cuando afirmó que la obligación de escriturar es compleja, porque requiere intervención notarial; y necesita de una actuación colectiva, ya que tanto el vendedor como el comprador deben cooperar para llevar a cabo la serie de actos preparatorios que permitirán, al fin, cumplir el acto definitivo de la escritura. De allí que las partes estén sujetas a deberes de fidelidad o de conducta, puesto que las mismas se vinculan en una estrecha comunidad jurídica, donde en su base existe una relación de confianza. Estos deberes fuerzan a las partes a obviar o superar los obstáculos que puedan impedir la escrituración, manteniendo una comunicación fluida; de allí que se trate de deberes de comunicación, información y otros que impone la buena fe (conf. Mosset Iturraspe y Novelino, La obligación de escriturar, págs.90, 92, 93, 96, 97, 98, 99 y 100; esta Sala Causa N° 50250, 20/02/07 “Berastain María Estela c/Benavente Alberto Jorge s/Rescisión Boleto de Compraventa, con primer voto del Dr. Peralta Reyes). Es noción pacíficamente recibida –se agregó en otro precedente-  que siendo la de escriturar una obligación inherente de ambos contratantes, éstos se  deben recíproca lealtad en todo lo referente al cumplimiento del contrato, por cuanto es principio supremo  y absoluto que domina todo el derecho obligacional, que éste, en todos sus aspectos y contenidos, está sujeto al imperio de la buena fe (Cám.Civ.y Com. Dolores, 20/4/04 “Beherán”, sumario Juba B950786). Y ello porque vendedor y comprador de un inmueble asumen el carácter de deudores y acreedores, teniendo una obligación principal cada uno –ambas de dar, el vendedor la posesión y el comprador el precio-; pero en lo que hace a la obligación de escriturar, uno y otro revisten la condición de deudores recíprocos de una misma obligación de hacer, para la cual ambos deben colaborar en miras a su mejor ejecución, haciendo lo posible para que se cumpla tal como de buena fe debieron entenderlo al contratar (Cám.Civ. y Com.1ª Mar del Plata, 21/8/03 “Gigante”, sumario B1352916; esta Sala causa Nº50250, 20/2/07 “Berastain”; causa N°51220, 27/11/07 “Lemma, Fortunato Vicente c/Gayo y Almaraz, Luis A. y otro s/Cumpl. de Contrato y Cobro de Pesos”, con mi voto).
Empero, y pese a la necesaria concurrencia de ambas partes para concretar la escrituración,  -por aplicación también de los principios de lealtad negocial y buena fe contractual (arts. 1197 y 1198 Cod Civ)- y no obstante que también medió mora  de los cesionarios (arts. 510 y 1201 Cód. Civ.), lo cierto y decisivo es que la entidad de los incumplimientos de ambos contratantes y, fundamentalmente, el tenor de las pretensiones deducidas, lo resuelto en Primera Instancia y el alcance de los agravios (arts.34 inc.4, 163 inc.6, 164, 266, 272 y concs. C.P.C.), conllevan a confirmar el fallo en cuanto rechaza la demanda de resolución y admite la reconvención por escrituración. En efecto, transcurrido el plazo (“dentro de los 60 días”, el 10/6/2001) para cumplir ambos contratantes las recíprocas y simultáneas obligaciones (pago del saldo de precio y escrituración), recién se retomaron formalmente los requerimientos cuando el cedente Díaz intimó ese pago manifestando que otorgaría la escritura (el 7 de Abril de 2002; conf. carta documento de fs.12), lo que fue rechazado por los cesionarios alegando que por el incumplimiento de Díaz de escriturar en el plazo convenido, devino la imposibilidad de pago porque  el dinero  que estaba disponible a la fecha originariamente pactada quedó atrapada en el “corralito financiero” (carta documento de fs 13 del 7/5/2002 ). Luego, y en respuesta a ese planteo, el actor cedente resolvió el contrato (carta documento fs 14, del 9/5/2002). Lo expuesto revela que los esposos  González y Prado tampoco activaron la concreción del fin del contrato hasta el requerimiento de Díaz (el 7/5/2002) y que al responder expresaron que el precio no podía pagarse por el hecho sobreviniente de la pesificación derivada de la emergencia económica, efectos esos que atribuyen a la mora del cedente en escriturar. Y si bien ello singulariza un incumplimiento que le es atribuible a los cesionarios, no puede soslayarse que el inmueble no podía escriturarse sin la activa y decidida contribución y diligencia del cedente, ya que en el expediente judicial se le denegó la realización de ese acto por el trámite de tracto abreviado (en resolución de fecha 29/10/2001, fs.411  exp. cit.). La escrituración que no era ni fáctica ni jurídicamente posible ni a la fecha inicial (el 10/6/2001) ni a la de ofrecimiento de escriturar (el 17/4/2002). De este modo el ejercicio del derecho resolutorio resulta abusivo (arts.510, 1071, 1201, 1202, 1204 y concs. Cód. Civ.), máxime que el escribano propuesto por Díaz para otorgar la escritura explicó en su declaración testimonial que ninguna de las dos partes se la requirió (fs. 199 y vta., declaraciones escribano D´Andrea, arts. 384 y 456 C.P.C.). Formulo todas estas consideraciones porque, como lo expresa el agravio de la actora, medió incumplimiento de los cesionarios, pero  calificable de relativo en cuanto es susceptible de saneamiento ulterior, y -para lo que aquí interesa- inidóneo “per se” para resolver el contrato (cómo lo pretende el recurrente). Los efectos concretos y puntuales del cumplimiento insuficiente de los cesionarios atañen a la responsabilidad por la inejecución (art.508 Cód.Civ.), aspectos que, decididos en la sentencia particularmente sobre el modo de reintegrar el saldo de precio, no fueron objeto de agravio (arts.260 y 261 C.P.C.). Traigo a colación anteriores consideraciones de este Tribunal en el sentido de que “el incumplimiento no definitivo o relativo, en calificación de Pizarro y Vallespinos (o de ejecución defectuosa según la acepción de Wayar, o parcial de Ibañez), a diferencia del definitivo o absoluto que es irreversible, admite que la prestación deficientemente ejecutada sea material y jurídicamente susceptible de ser realizada para satisfacer el interés del acreedor (Pizarro Ramón D.-Vallespinos Carlos G. “Instituciones de Derecho Privado. Obligaciones” T.2 p.494 y ss. Nº493; Wayar Ernesto “Derecho Civil. Obligaciones” T.I. p.521 NºIV y “Tratado de la mora” p.84 y ss. punto I). Se trataría, en el caso y en palabras de Lorenzetti, de un supuesto de incumplimiento defectuoso por desconcordancia o inexactitud de lo debido y pagado con relación al objeto (Lorenzetti Ricardo “Tratado de los contratos. Parte general” p.601 Nº5 y ss.; esta Sala Causa Nº 49746, 18/10/06 “San Pablo S.A.”). La entidad del incumplimiento se debe valorar en base a un criterio objetivo de valoración (Ibañez, Carlos “Resolución por incumplimiento”, p.183), mediante el confronte entre lo debido y lo prestado, teniendo en cuenta la relevancia y gravitación de la prestación incorrectamente cumplida con relación al interés del acreedor, apreciando las respectivas y recíprocas culpas contractuales y su relación causal con la frustración negocial verificada (esta Sala causa cit. Nº49746 “San Pablo S.A.”; causa cit. 51220 “Lemma”).
2. En definitiva: el incumplimiento de los cesionarios no suprime la entidad de la inejecución en que incurrió el cedente que ni antes ni al requerir el pago había puesto el expediente judicial en el que adquirió el inmueble en condiciones de escriturar, por lo que reclamó la cancelación del saldo de precio ofreciendo concretar un acto que no podía (ni pudo luego) ejecutar, derivándose de ello la conservación del negocio jurídico y el consiguiente rechazo de la resolución contractual demandada. Ello, sin soslayar (insisto) que los efectos de la inejecución parcial de González y Prado se trasladan a los aspectos relativos a la integración del precio –lo atinente a la responsabilidad civil, dicen Pizarro y Vallespinos (ob.cit. T.2 pág.495)-. Es que el comprador en subasta debió escriturar a su nombre el bien adquirido, pues se habían ordenado las medidas conducentes a tal fin (Wayar, Ernesto “Tratado de la Mora”, pág. 559, § 91 a y cita de precedentes en tal sentido en nota al pie n° 109; esta Sala, causa 50.250,  20-2-2007, “Berastain”; causa 51.220, 27-11-2007, “Lema”). Para ello se propuso al escribano D´Andrea, quien aceptó el cargo y requirió medidas, que no fructificaron en la concreción de la transferencia dominial. Escriturado el inmueble a nombre de Díaz, trámite aún pendiente, se estaba en condiciones de otorgar la escritura a favor de los cesionarios González-Prado, para lo cual se requería la facilitación y preparación de la escritura y la convocatoria del notario (cf. Wayar, C. E., op. cit., pág. 561-562, § 91 c).

                 Expresado con otras palabras, cuando las obligaciones contractuales se tornaron exigibles (a partir de la interpelación del 16/4/2002) ambas parte incurrieron en incumplimiento: la actora cedente no podía escriturar y la demandada cesionaria no pagó ni tenía disponible todo el precio adeudado, por lo que incurrió en lo que en Primera Instancia se calificó de mora irregular a partir de Abril de 2002 (fs.245vta.). De este modo, y en el contexto y valoración de ambos incumplimientos y de la voluntad rescisoria invocada por el cedente (quien recibió el 50% del precio pero no podía otorgar la escritura) y de la reconvención acogida (por escrituración con pago del saldo de precio) corresponde confirmar la subsistencia del negocio jurídico. Retomando el hilo con respecto a la entidad de los incumplimientos contractuales y relativos, y por oposición al incumplimiento definitivo o absoluto (que es irreversible) en el primero –que es el caso de autos-. “la prestación no cumplida específicamente en tiempo propio, o deficientemente ejecutada, es aún material y jurídicamente susceptible de ser realizada de manera específica e idónea para satisfacer el interés del acreedor. O sea, es útil para el acreedor” (Pizarro Ramón D.-Vallespinos, Carlos G.; “Instituciones de Derecho Privado. Obligaciones” T.2, pág.495). Es que, como luego lo agregan, “la imputabilidad del retraso (en el cumplimiento) no incide a tal efecto. En cambio, si produce consecuencias muy relevantes en el plano de la responsabilidad civil derivada del mismo (mora); si es imputable objetiva o subjetivamente al deudor, éste deberá cumplir la prestación en forma específica y, además, resarcir los daños y perjuicios moratorios que se encuentren en relación causal adecuada con su incumplimiento, conforme al régimen predeterminado de imputación de consecuencias que consagra el Código Civil (arts.520, 521, 622 y concs.; aut.y ob.cit.; ver también Mayo Jorge A. “La imposibilidad de Cumplimiento objetiva y subjetiva. Absoluta y relativa”, “Rev. de Derecho Privado y Comunitario, Responsabilidad Contractual”, T.I pág.33). Cuando media cumplimiento irregular con relación al objeto, lo que Wayar denomina ejecución defectuosa (aut.cit. “Tratado de la mora” págs. 101 y 273), tratándose de contratos con prestaciones recíprocas corresponde analizar la entidad y gravedad del incumplimiento (que en el supuesto de los esposos Prado y González es de mucha importancia porque no podían pagar el 50% del precio) con relación al interés del acreedor (Wayar, ob.cit. “Tratado de la mora” págs.75, 85, 101; Pizarro-Vallespinos, ob.cit. T.2 p.499). Pero, ante ese cuadro y frente a la también determinante imposibilidad del cedente Díaz de escriturar, resulta abusivo su requerimiento resolutivo del contrato (arts.1071, 1197, 1198 Cód.Civ.). Se admite, entonces, que el deudor purgue la mora cumpliendo tardíamente (Wayar, ob. cit. p.601), en cuyo caso operan los efectos de la responsabilidad civil, esto es “el pago del daño moratorio no en forma subsidiaria sino accesoria” (Kiper Claudio “Juicio de escrituración” fs.249). En suma, y ante la desestimación de la resolución contractual reclamada por Díaz, frente a la reconvención deducida y con la pendencia de las recíprocas obligaciones, cabe admitir que es posible purgar la mora, lo que ocurre “mientras la resolución del contrato no se haya operado” (Ibañez, ob.cit. p.287). No podía válidamente operar la resolución por la ausencia del segundo de los tres requisitos necesarios para la procedencia de la resolución: 1) contrato válido con prestaciones recíprocas; 2) cumplimiento por parte de quien invoca la potestad resolutiva y 3) incumplimiento de la otra parte (Wayar, ob. cit. pág.591).
                 Enfatizo otra vez el distingo entre mora y efectos del cumplimiento tardío, defectuoso o de la inejecución parcial, los que se ubican en el ámbito del resarcimiento moratorio (arts.508 y 519 Cód.Civ.). Cito a Moisset de Espanes cuando afirmó que “el estado de mora supone todavía, por definición, la posibilidad de cumplir la prestación debida, respecto a la cual sólo se ha producido un retraso temporal. Es cierto que ese retardo culposo –que jurídicamente denominamos “mora”- genera la obligación accesoria de resarcir los perjuicios que ocasiona, y que si el deudor pretende cumplir tardíamente, para que el pago cumpla con el requisito de “integridad”, será menester que a la prestación principal sume los intereses, o daños y perjuicios moratorios” (Moisset de Espanés, Luis “Reflexiones sobre la mora automática, resolución por incumplimiento y purga de la mora”, E.D. T.86 pág.502). Añade luego que “la mora, de acuerdo a la doctrina tradicionalmente sustentada por nuestros autores y la jurisprudencia, puede cesar por diversas causas, y, entre ello: 1) el pago de la obligación, o la consignación en pago que tendrán que ser íntegros, es decir, incluir los daños y perjuicios moratorios” (aut. y ob. cit. pág.504).
                 Los efectos del incumplimiento imputable de los reconvinientes en el plano de los daños moratorios fueron determinadas por la sentencia de grado al disponer el pago del saldo de precio pesificado, con los accesorios calculados con las pautas del fallo plenario de esta Cámara –“Miraglia”-, ubicándose en Abril de 2002 la fecha de mora irregular. Y estos efectos atinentes a la imputabilidad del retraso o la ejecución defectuosa, no fueron rebatidos en la expresión de agravios (arts.260 y 261 C.P.C.). El esfuerzo del recurrente se centra, con énfasis, en la mora de los demandados y en la procedencia de su facultad resolutiva (conf. fs.259/263 vta.) por lo que, desestimada la resolución contractual y admitida la reconvención por escrituración, los referidos efectos de la responsabilidad derivados de la mora -el daño moratorio (art.508, doct. art.519 y concs. Cód.Civ.; Wayar ob.cit. p.564)- son los que llegaron firmes a esta instancia.
                 Por lo expuesto, y con estos fundamentos propicio confirmar el fallo.

                 3. Finalmente corresponde abordar el agravio  de los cesionarios con respecto a la imposición de las costas por su orden para lo que se argumentó que a la fecha en que las partes se cursaron las cartas documento resultaba más que dudoso el encuadre legal de las obligaciones contraídas en dólares, exigibles antes de la pesificación y constituidas en mora. Los precedentes de la instancia ordinaria que sustentan el fallo, son posteriores a la articulación de la demanda. Le asiste razón al apelante cuando afirma que al tiempo de producirse el intercambio epistolar y de articularse la demanda, ya se encontraba vigente el decreto 214/02 (fs. 7/14 y fs. 19). Según dicho decreto, a partir del 03/02/2002, quedan transformadas a pesos todas las obligaciones de dar sumas de dinero, de cualquier causa u origen –judiciales o extrajudiciales- expresadas en dólares estadounidenses, u otras monedas extranjeras existentes  a la sanción de la ley 25.561 y que no se encontrasen ya convertidas a pesos (art. 1).

Sin embargo, aún cuando la demanda fue rechazada y la reconvención prosperó, estimo que la decisión de imponer las costas por su orden debe ser confirmada y adoptarse el mismo criterio en segunda instancia toda vez que media vencimiento recíproco porque los demandados y reconvinientes fueron condenados a pagar el saldo de precio omitido cancelar, debiendo de ese modo integrar y completar el contrato parcialmente incumplido por ellos. En definitiva: hay vencimientos recíprocos (arts.68 y 71 C.P.C.).      

Así lo voto.
                 A la misma cuestión, el Sr.Juez Doctor PERALTA REYES votó en idéntico sentido.

                 A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr.GALDÓS, dijo:                         
Atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., corresponde  confirmar la sentencia apelada de fs. 239/246, en todo cuando decide y ha sido materia de agravios; imponiéndose las costas de la Alzada en el orden causado (arts. 68 y 274, C.P.C.C.). Difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31, Decreto-Ley 8.904/77).

Así lo voto.
                 A la misma cuestión, el Sr.Juez Doctor PERALTA REYES votó en idéntico sentido.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:

S  E  N  T  E  N  C  I  A

Azul,   22  de Marzo de 2010
AUTOS Y VISTOS:

                CONSIDERANDO:
                  Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., CONFÍRMASE la sentencia apelada de fs. 239/246, en todo cuando decide y ha sido materia de agravios; IMPÓNENSE las costas de la Alzada en el orden causado. DIFIÉRESE la regulación de honorarios para su oportunidad. REGÍSTRESE. NOTIFÍQUESE por Secretaría y DEVUÉLVASE. Fdo.: Dr.Jorge Mario Galdós – Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Dr.Víctor Mario Peralta Reyes – Juez - Cámara Civil y Comercial – Sala II. Ante mí: Dra.María Fabiana Restivo – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala II.-----------------------------------
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